
Extra Economía / política

Viernes 3 agosto 2018 19Expansión

Las protestas del taxi han vuelto a 
convertir a la sociedad española en 
rehén de un sector que persigue a toda 
costa mantener los privilegios históri-
camente tolerados. Es por ello que la 
momentánea tregua concedida por 
los taxistas debe ser aprovechada por 
todos los actores implicados en el con-
flicto para encontrar una solución in-
tegral, sin parches, que permita la evo-
lución del sector hacia un nuevo mar-
co propio del siglo XXI. Esto pasa tan-
to por un cambio en la legislación –eli-
minando las rigideces del pasado y 
adaptándola al nuevo entorno digital– 
como por la búsqueda de nuevas fór-
mulas que permitan la coexistencia de 
los taxis y las empresas de Vehículos 
de Turismo con Conductor (VTC).  

Un paso correcto en esta dirección 
es el que da Uber al ofrecer a los taxis-
tas integrarse en su plataforma. Así se 
lo confirma a EXPANSIÓN Juan Ga-
liardo, director de Uber en España, 
quien explica que su empresa está ya 
trabajando en un producto específico 
para el sector del taxi que espera lan-
zar al mercado “antes de final de año”. 
Lejos de ser una ocurrencia, Uber dis-
pone ya de un servicio similar en paí-
ses como Grecia, Turquía, Austria o la 
ciudad de Nueva York. Por ejemplo, 
en el caso griego coexisten dos servi-
cios –UberX, con conductores profe-
sionales; y Ubertaxi, con taxistas– que 
permiten al usuario elegir entre una u 
otra opción en base a sus preferencias.  

Tras esta oferta subyace la idea de 
que todos los actores implicados pue-
den beneficiarse de una “tarta” cuyo 
tamaño no hace sino aumentar rápi-
damente. Esto se debe entre otros 
factores al fuerte aumento en el nú-
mero de usuarios gracias a la mayor 
captación de aquéllos que hasta ahora 
se desplazaban con vehículo propio y 
al boom del turismo.  

En los últimos veinticinco años, el 
PIB de España se ha triplicado, la po-
blación ha aumentado en casi 7 millo-
nes de personas y hay casi 50 millones 
más de turistas extranjeros. Sin em-
bargo, el número de licencias de taxi 
es prácticamente idéntico hoy al que 
había en 1994. Esta congelación es el 
principal motivo del alto precio que 
tienen las licencias actualmente, lo 
que hace que muchos conductores 
tengan que asumir importantes deu-
das para adquirirlas.  

Es por ello que la solución ofrecida 
desde el Gobierno no puede ser man-
tener el bloqueo actual sobre las li-
cencias de taxi y a su vez intentar re-
cortar las de VTC. Hacia esta direc-
ción apunta la intención de Fomento 
de traspasar las competencias a las 
autonomías y los ayuntamientos, ce-
diendo a las exigencias de los consis-

torios de Madrid y Barcelona. Es una 
solución que, además de no ser sino 
un mero “parche” superficial, traza el 
camino contrario a lo que indica, en-
tre otros, Bruselas, enmarañando to-
davía más la normativa con al menos 
diecisiete legislaciones diferentes. 

En vez de buscar una limitación de 

las VTC, el cambio en la regulación 
debería dirigirse hacia una flexibiliza-
ción en las restricciones que sufre ac-
tualmente el taxi. Esto permitirá tan-
to garantizar la competitividad del 
sector como favorecer la integración 
de aquellos taxistas que así lo deseen 
en las plataformas tipo Uber y Cabify. 

Algunas de las medidas necesarias se-
rían una liberalización total de los ho-
rarios, abrir la posibilidad de rebajar 
los precios o permitir que se puedan 
compartir los viajes entre varios pasa-
jeros. Algunas de estas medidas se en-
cuentran recogidas en un decreto que 
está cerca de aprobar la Comunidad 
de Madrid, y que podría servir de ba-
se para una adaptación posterior de la 
legislación a nivel nacional. 

Voluntad de cooperación 
Si hubiera voluntad integradora de 
las plataformas e ímpetu reformista 
de los poderes públicos, la tercera pa-
ta imprescindible para resolver el 
conflicto es un cambio en la actitud 
de los taxistas.  

Éstos tienen que dejar de escuchar 
los “cantos de sirena” de las formacio-
nes populistas y pasar de una posi-
ción de enfrentamiento frontal a una 
de cooperación. Pese a las cesiones 
del Gobierno, el balance de los paros 
difícilmente puede ser considerado 
positivo por un sector que ha visto có-
mo empeoraba su imagen ante la opi-
nión pública mientras dejaba de per-
cibir ingresos por unos viajes que en 
muchos casos han realizado quienes 
hasta ahora son su competencia di-
recta, las empresas que utilizan las 
plataformas de Uber y Cabify, que 
muchos usuarios han empezado a 
usar ante la huelga. 

Frente a la imagen de enfrenta-
miento plasmada en el bloqueo de la 
Castellana o el Paseo de Gracia, es ne-
cesario abrir una nueva etapa de coo-
peración entre el colectivo del taxi y 
las nuevas plataformas digitales. A los 
taxistas se les facilitará el acceso a 
nuevas clientes mientras que Uber y 
Cabify podrán ampliar la flota de 
vehículos a los que dan cobertura. Pe-
ro, todavía más importante, los prin-
cipales beneficiarios serán los ciuda-
danos que disfrutarán de la bajada de 
precios y la mejora en el servicio que 
deriva de la libre competencia en un 
sector plenamente liberalizado. 
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ENTRE EL TAXI Y LAS PLATAFORMAS DIGITALES REQUIERE DE UN CAMBIO LEGISLATIVO QUE PERMITA LIBERALIZAR EL SECTOR.

¿Una alianza entre Uber y el taxi  
para solucionar el conflicto?
ANÁLISIS por Ignacio Bolea

Concentración de taxis en el paseo de la Castellana, en Madrid.
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J.G.S.M. Madrid 
Las comunidades se han 
mostrado recelosas con 
la decisión tomada por  
el Gobierno central de 
transferir las 
competencias sobre las 
licencias VTC a los 
gobiernos autonómicos  
y a los ayuntamientos.  
Madrid, Cataluña, 
Andalucía y Galicia han 
sido las comunidades  

que han puesto mayores 
reparos a la solución del 
Gobierno respecto a la 
huelga de taxis.  
El presidente de la 
Comunidad de Madrid, 
Ángel Garrido, señaló que 
el Gobierno de Sánchez 
no puede “dispersar el 
problema, intentar echar 
balones fuera”. Desde 
Cataluña señalaron que 
pueden aceptar las 

competencias pero no 
quedarse con el problema 
y están a la espera de que 
se concreten fondos. El 
consejero de Fomento de 
Andalucía, Felipe López, 
dijo que la Administración 
central debe afrontar los 
gastos que traiga esta 
medida, y recalcó que 
“debe ser el Estado el 
que, con su capacidad 
normativa” solucione el 

problema.  Galicia no 
acepta recibir este plan,  
al considerar que lo que 
hace el Gobierno es 
“trasladarle el problema”. 
Mientras, Canarias  
y Baleares sí apoyan la 
medida. Navarra la 
acepta, aunque cree que 
hay un problema mayor 
de fondo que debe 
resolver el Gobierno 
central.

Las autonomías, divididas ante el plan del Gobierno

El Gobierno 
aprueba  
hoy ayudas 
para 42.000 
parados
M.Valverde. Madrid 
El Consejo de Ministros apro-
bará hoy un Real Decreto so-
bre regulación del Programa 
de Activación para el Empleo 
(PAE), con un presupuesto de 
50 millones de euros, para 
que 42.000 parados, sin nin-
gún tipo de ayuda, puedan 
reanudar el cobro de una 
prestación de 430 euros men-
suales, según informó ayer 
Yolanda Valdeolivas, secreta-
ria de Estado de Empleo.  

Estos trabajadores se que-
daron sin subsidio, al termi-
nar el mismo el pasado 30 de 
abril, y perder el empleo con 
posterioridad. Es decir, no 
pudieron reanudar la presta-
ción al solicitarla una vez que 
volvieron a una situación de 
desempleo y a pesar de cum-
plir los requisitos.  
   Igualmente, el Consejo de 
Ministros de este viernes 
aprobará también un Real de-
creto sobre modificación de 
datos de trabajadores en la Se-
guridad Social y varios acuer-
dos para la distribución de 
ayudas para programas socia-
les por valor de 352 millones 
de euros.  

Valdeolivas también anun-
ció que en septiembre el Go-
bierno restaurará el subsidio 
asistencial para desemplea-
dos mayores de 52 años.   

Hay que recordar que el 
Ejecutivo anterior, del PP, su-
primió esta ayuda a los de-
sempleados de esta edad, y la 
retrasó para quienes tengan 
55 años. “Estamos en condi-
ciones de avanzar que será 
una realidad la recuperación 
del subsidio asistencial para 
mayores de 52 años sobre la 
base de las rentas individuales 
en un muy breve espacio de 
tiempo, y a la vuelta del vera-
no ofrecer algún avance signi-
ficativo”, afirmó Valdeolivas. 

Rentas personales  
La secretaria de Estado expli-
có que la recuperación de la 
ayuda tendrá como requisito 
de acceso las rentas persona-
les y no las rentas familiares. 
Así lo estableció el Tribunal 
Constitucional en una senten-
cia del pasado 10 de julio, que 
determinó ilegal que la admi-
nistración considerase las 
rentas familiares, para esta-
blecer si un desempleado tie-
ne derecho a la ayuda. Esta-
bleció que el beneficiario sólo 
debe acreditar la cuantía de 
ingresos personales para que  
los Servicios Públicos de Em-
pleo decidan si tiene derecho 
a la prestación.


